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MAGISTRADO:  

En Madrid, a 7 de octubre de 2021. 

ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO.- El Procurador Sr. BERMEJO GONZÁLEZ, en nombre y 

representación de IY    
S, presentó demanda de juicio ordinario contra BANCO SABADELL, SA, en la 

que, después de alegar los hechos y fundamentos de derecho que estimó de aplicación, 
terminó solicitando que se dictara sentencia con el contenido que obra en el suplico. 

SEGUNDO.- La demanda fue admitida a trámite por decreto que, además, 
emplazó a la demandada. Así, en representación de BANCO SABADELL SA, 
compareció la Procuradora Sra. , quien presentó escrito de contestación 
oponiéndose a la demanda y solicitando su desestimación. 

TERCERO.- La audiencia previa tuvo lugar el día 7 /10/21 y tras intentar la 
conciliación sin éxito, las partes se ratificaron en sus escritos, se fijaron los hechos 
controvertidos y, ante la imposibilidad de llegar a un acuerdo, las partes propusieron 
prueba que consta en el sistema de grabación. Limitándose a la documental, quedaron 
los autos vistos para sentencia. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
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PRIMERO.- La parte demandante suscribió, con la demandada, escritura de 
préstamo con garantía hipotecaria con fecha 21 de junio de 2007. 

En fecha 9 de Septiembre de 2015, se suscribió escritura de compraventa con 
cancelación de hipoteca. 

La demandante pretende la declaración de nulidad de la cláusula suelo y reclama 
la devolución de las cantidades indebidamente cobradas como consecuencia de su 
aplicación. 

La entidad demandada se opuso por las razones que hace constar en su escrito de 
contestación. 

 
SEGUNDO.- La demandada opone la inexistencia de objeto por cancelación de 

la hipoteca y renuncia de acciones. 
2.1 Sobre la cancelación del préstamo. 
Sobre la cancelación del préstamo a efectos de poder prosperar la acción de 

nulidad y reclamación, ha de indicarse que nuestro Tribunal Supremo ya se ha 
pronunciado al respecto de la cancelación de un préstamo y la posibilidad de reclamar la 
nulidad de alguna de sus cláusulas cuando se ha producido un perjuicio económico y se 
reclama su reparación (en un asunto de cláusula suelo: STS, Civil Pleno del 12 de 

diciembre de 2019 [ROJ: STS 3911/2019 - ECLI:ES:TS:2019:3911]), indicando que no 
existe fundamento legal para afirmar que la consumación o extinción de un contrato 
impide el ejercicio de la acción de nulidad. Si la acción ejercitada hubiera ido dirigida 
exclusivamente a que se declarara la nulidad del contrato o de una cláusula, sin 
formularse una petición restitutoria, podría cuestionarse que exista un interés legítimo 
en obtener un pronunciamiento meramente declarativo en un contrato ya extinguido; 
pero como la finalidad de la demanda fue obtener la restitución de lo indebidamente 
cobrado en la aplicación de la cláusula suelo, la solicitud en la demanda de un 
pronunciamiento judicial que declarara la nulidad de dicha cláusula ha de entenderse 
como un antecedente necesario para lograr el pronunciamiento que condena a la 
restitución de lo indebidamente cobrado. Que el art. 1301 CC fije la consumación del 
contrato como dies a quo para el ejercicio de la acción de anulación por error o dolo, 
muestra que la extinción del contrato no es por sí misma un obstáculo para el ejercicio 
de la acción de nulidad del propio contrato o de alguna de sus cláusulas. 

Esta doctrina es plenamente aplicable a nuestro supuesto y lleva a continuar con 
el examen de la cuestión. 

2.2 Sobre la renuncia al ejercicio de acciones. 
Se indica en la cláusula 12ª de la escritura de compraventa cancelación: 
“El vendedor se compromete a no iniciar reclamación o procedimiento, ya sea 

judicial o extrajudicial o,  en  caso  de  haberlo  iniciado  se  compromete  a  desistir  y  
renunciar  al  mismo  (y,  en  caso  de  ser necesario,  a  ratificar  tal  desistimiento  y  
renuncia),  en  relación  con  las  cantidades  que  se  pudieran haber liquidado por la 
aplicación de cláusulas relativas a la limitación en la variación de los tipos de interés 
que, en su caso, pudiera/n contener el/los  préstamo/s al/a los que se hace referencia en 
la presente escritura, sin reserva ni excepción y comprometiéndose a no iniciar, 
desistiendo y/o renunciando  al ejercicio de cualquier otra acción o reclamación de 
cualquier clase  ante el Banco o ante cualquier administración, organismo, servicio o 
jurisdicción”. 

En cuanto al mencionado documento, y a la hora de declarar o no la validez de 
este tipo de “renuncia de acciones”, debe tenerse en cuenta las sentencias del TJUE de 

29 de abril de 2021 (ROJ: PTJUE 110/2021) 9 de julio de 2020 (asunto C-452/18) y 

Auto del mismo TJUE de 3 de marzo de 2021. 
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En ellos, se ha establecido un cuerpo de doctrina, según el cual: 
1º) El sistema previsto por la Directiva 93/13 no puede impedir que las partes de 

un contrato pongan remedio al carácter abusivo de una cláusula que contiene, 
modificándola por vía contractual, siempre que, por un lado, la renuncia por parte del 
consumidor a invocar el carácter abusivo proceda de su consentimiento libre e 
informado y, por otro, la nueva cláusula modificadora no sea por sí misma abusiva, 
extremo que corresponderá comprobar al órgano jurisdiccional remitente. 

2º) La renuncia de un consumidor a hacer valer la nulidad de una cláusula 
abusiva únicamente puede ser tomada en consideración si, en el momento de la 
renuncia, el consumidor era consciente del carácter no vinculante de esa cláusula y de 
las consecuencias que ello conllevaba. Solo en este supuesto cabe considerar que la 
adhesión del consumidor a la novación de tal cláusula procede de un consentimiento 
libre e informado, dentro del respeto de los requisitos establecidos en el artículo 3 de la 
Directiva 93/13, extremo este que corresponde comprobar al juez nacional. 

3º) Si el órgano jurisdiccional remitente considerase que, en el caso de autos, los 
consumidores no eran conscientes de las consecuencias jurídicas que para ellos se 
derivan de tal renuncia, debe procederse al restablecimiento de la situación que habría 
sido la del consumidor de no haber existido la cláusula declarada abusiva (sentencia de 
14 de marzo de 2019, Dunai, C-118/17, EU:C:2019:207, apartado 41 y jurisprudencia 
citada). 

Asimismo, debe indicarse que no resulta de aplicación, al leal saber y entender 
de quien resuelve, la conclusión a la que llega nuestro Tribunal Supremo en su 
Sentencia, Civil, Pleno del 11 de abril de 2018 (ROJ: STS 1238/2018 -
ECLI:ES:TS:2018:1238), pero sí su doctrina, cuando señala: 

“Ahora bien, por el modo predispuesto en que se ha propuesto y aceptado la 
transacción es preciso comprobar, también de oficio, que se hayan cumplido las 
exigencias de trasparencia en la transacción. Esto es, que los clientes consumidores, tal 
y como les fue presentada la transacción, estaban en condiciones de conocer las 
consecuencias económicas y jurídicas de su aceptación.” 

“El Tribunal de Justicia de la Unión Europea advierte que el juicio de 
trasparencia en cada caso ha de realizarse atendiendo a las circunstancias concurrentes.” 

“Sin perjuicio de lo anterior, conviene hacer una precisión. La referencia 
contenida en el art. 1816 CC al efecto de cosa juzgada de la transacción no es del todo 
exacta. Como cualquier otro negocio jurídico, lo convenido por las partes tiene eficacia 
vinculante entre ellas en tanto no se justifique su nulidad.” 

La prueba practicada en el procedimiento (documental) permite concluir: 
Que aparece que la redacción del documento está predispuesta, sin que la 

prestataria pudiera influir en su redacción. Declara al respecto el T.S. en S. 22.Abr.2015 
que "Para que se considere que las cláusulas de los contratos celebrados con los 
consumidores en estos sectores de la contratación no tienen el carácter de condiciones 
generales, o de cláusulas no negociadas, y se excluya el control de abusividad, no basta 
con incluir en el contrato predispuesto un epígrafe de "condiciones particulares" o 
menciones estereotipadas y predispuestas que afirmen su carácter negociado.  

Que no aparece como algo que se haya podido negociar.  
Que, en esas fechas, las entidades bancarias ya conocían que las cláusulas suelo 

podían ser declaradas nulas si no cumplían unos controles de incorporación y 
transparencia (STS de 9 de mayo de 2013); estando pendiente aún la consecuencia 
económica de la nulidad (la retroactividad en la devolución de cantidades se consiguió 
con la STJUE de 21 de diciembre de 2016). 
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Que, si bien es cierto que, en este caso, no puede negarse la superación del 
control de incorporación, en cuanto que el prestatario consumidor pudo advertir que se 
trataba de la cláusula suelo, no se puede concluir lo mismo respecto del control de 
transparencia material; es decir, el relativo a la información suministrada al consumidor 
sobre la carga económica y jurídica que suponía dicho pacto. 

De este modo, no consta que (a diferencia del caso examinado por la STS de 
5/11/2020) fuera debidamente informada de dichas consecuencias cuando: 

No consta que se informase al demandante de la posible nulidad de la cláusula 
suelo y, por ende, de su carácter no vinculante y, por tanto, de la cantidad que se le 
tendría que devolver, caso de que se declarase la nulidad de la cláusula suelo, sobre la 
que se supone que estaba transigiendo (renunciando a las consecuencias económicas de 
su aplicación), con lo que no se resolvía el perjuicio ya causado, al no aparecer que 
fuera informado de dicha trascendencia; sólo se aporta el documento sin ningún tipo de 
anexo informativo sobre los extremos relevantes que se acaban de indicar. 

No apareciendo, tampoco, que existieran un tiempo previo de negociación y 
prestación de información documentada y precontractual que permitiese al consumidor, 
aquí demandante, tomar conocimiento de los extremos señalados. Lo que refleja la 
documental es una inmediatez sin un previo período de reflexión. 

Con esta orfandad informativa, resulta inviable, a juicio de quien resuelve, dar 
validez al documento novatorio, al derivarse del mismo, como consecuencia natural, su 
carácter abusivo al producir, dicha asimetría informativa, en el caso que nos ocupa, un 
desequilibrio en perjuicio del consumidor/prestatario que el órgano judicial, de acuerdo 
con la normativa de consumo (tanto interna TRLDCU de 2007 como comunitaria 
Directiva 93/13 CEE) tiene la obligación de enervar, declarando la invalidez jurídica de 
la renuncia de acciones. 
 

TERCERO.- Examen de la cláusula suelo objeto de litigio. 
1º) Sobre la cláusula litigiosa y su calificación como “condición general de 

contratación”: la jurisprudencia (Sentencias núm. 406/2012, de 18 de junio; 241/2013, 
de 9 de mayo; 166/2014, de 7 de abril; 246/2014, de 28 de mayo; 464/2014, de 8 de 
septiembre; y 677/2014, de 2 de diciembre) ha considerado que la contratación bajo 
condiciones generales constituye un auténtico modo de contratar, claramente 
diferenciado del paradigma del contrato por negociación regulado en el Código Civil. 
Su eficacia exige que, además de la prestación del consentimiento del adherente a la 
inclusión de unas cláusulas redactadas de un modo claro y comprensible, y 
transparentes en sus consecuencias económicas y jurídicas, el profesional o empresario 
cumpla unos especiales deberes de configuración del contrato predispuesto en el caso de 
cláusulas no negociadas en los contratos celebrados con consumidores, que supongan el 
respeto, de acuerdo con las exigencias de la buena fe, al justo equilibrio entre los 
derechos y obligaciones de las partes, lo que en todo caso excluye la utilización de 
cláusulas abusivas. 

Lo expuesto supone que, tratándose de cláusulas no negociadas en contratos 
concertados con consumidores, la ausencia de vicios del consentimiento o, lo que es lo 
mismo, que el consumidor haya prestado válidamente su consentimiento al contrato 
predispuesto por el profesional, incluso en el caso de cláusulas claras, comprensibles y 
transparentes, no es obstáculo para que pueda declararse la nulidad de las cláusulas 
abusivas cuando, pese a las exigencias de la buena fe, causan en detrimento del 
consumidor un desequilibrio importante entre los derechos y obligaciones de las partes 
que se derivan del contrato (art. 3.1 de la Directiva 1993/13/CEE y 82.1 del Texto 
Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios). 
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Es más, la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (en lo 
sucesivo, TJUE) dictada en aplicación de la Directiva 1993/13/CEE ha resaltado la 
importancia que en el sistema de Derecho comunitario tiene el control de abusividad de 
las cláusulas no negociadas en contratos celebrados con consumidores. La STJUE de 30 
de mayo de 2013, asunto C-488/11, caso Asbeek Brursrsse y de Man Garabito, ha 
declarado que el artículo 6.1 de la Directiva 1993/13/CEE es una disposición de carácter 
imperativo, equivalente a las disposiciones nacionales que, en el ordenamiento jurídico 
interno, tienen rango de normas de orden público, y que dicha Directiva en su totalidad 
constituye una medida indispensable para el cumplimiento de las misiones confiadas a 
la Unión, especialmente para la elevación del nivel y de la calidad de vida en el 
conjunto de esta (apartados 43 y 44). 

En conclusión, el cumplimiento de los fines perseguidos por la Directiva 
93/13/CEE ha forjado como un principio de interés general del Derecho de la Unión la 
supresión de las cláusulas abusivas en el tráfico jurídico-económico, para conseguir un 
mercado libre de situaciones de desequilibrio contractual en perjuicio de los 
consumidores. Este interés general, situado en el terreno de los principios y por encima 
del interés particular de cada consumidor en cada caso concreto, es el que justifica la no 
vinculación del consumidor a las cláusulas abusivas, y que, como veremos más 
adelante, tal desvinculación deba ser apreciada de oficio por los órganos judiciales, en 
una dimensión que entronca con el orden público comunitario. La protección de los 
legítimos intereses económicos y sociales de los consumidores es un principio esencial 
del ordenamiento jurídico (artículo 169 TFUE), que debe actuar particularmente frente a 
la inclusión de cláusulas abusivas en los contratos. 

Se alega con frecuencia que las cláusulas de contratos bancarios son objeto de 
negociación individual, lo que vendría refrendado por la intervención del notario en la 
formalización de la póliza de préstamo. 

El argumento no puede ser aceptado. Para que una cláusula de un contrato 
concertado con un consumidor pueda considerarse "no negociada" y, por tanto, le sea 
aplicable la Directiva 1993/13/CEE y la normativa nacional que la desarrolla (en 
particular, la Ley y posteriormente el Texto Refundido de la Ley General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios), basta con que esté predispuesta e impuesta, 
en el sentido de que su incorporación al contrato sea atribuible al profesional o 
empresario. Tales requisitos se recogen en el art. 3.2 de la Directiva 1993/13/CEE 
cuando establece que "se considerará que una cláusula no se ha negociado 
individualmente cuando haya sido redactada previamente y el consumidor no haya 
podido influir sobre su contenido, en particular en el caso de los contratos de adhesión".  

Como afirmó la Sentencia núm. 241/2013, de 9 de mayo, la exégesis de dicha 
norma impone concluir que el carácter impuesto de una cláusula o condición general pre 
redactada no desaparece por el hecho de que el empresario formule una pluralidad de 
ofertas cuando todas están estandarizadas con base en cláusulas predispuestas, sin 
posibilidad real alguna de negociación por el consumidor medio. Cuando se trata de 
condiciones generales en contratos con consumidores, ni siquiera es preciso que el 
consumidor observe una conducta activa, oponiendo resistencia pese a la cual vea 
rechazado su intento de negociar. Tampoco es obstáculo a la aplicación del régimen 
jurídico de las condiciones generales que existan varios empresarios o profesionales que 
oferten los servicios o productos demandados por el consumidor, porque no es preciso 
que exista una posición monopolística del predisponente para que las cláusulas de los 
contratos que celebra con los consumidores puedan ser consideradas como no 
negociadas. 
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En conclusión, hay "imposición" de una cláusula contractual, a efectos de ser 
considerada como condición general de la contratación, cuando la incorporación de la 
cláusula al contrato se ha producido por obra exclusivamente del profesional o 
empresario. No es necesario que el otro contratante esté obligado a oponer resistencia, 
ni que el consumidor carezca de la posibilidad de contratar con otros operadores 
económicos que no establezcan esa cláusula. La imposición supone simplemente que la 
cláusula predispuesta por una de las partes no ha sido negociada individualmente. Así lo 
ha manifestado el Tribunal Supremo en la Sentencia núm. 241/2013, de 9 de mayo, 
párrafo 150, y lo ha reiterado en posteriores Sentencias, como la núm. 265/2015, de 22 
de abril. 

En este caso, de la prueba aportada (documental), resulta que la demandada no 
ha probado una negociación individualizada con la demandante sobre este concreto 
extremo. Nada impide que se hayan negociado ciertos extremos (cantidad a prestar, 
interés fijo o variable, plazo de amortización …) sin que ello signifique que se hayan 
negociado todos ellos. Y la demandada no ha probado que la cláusula de limitación del 
tipo de interés fue expresamente pactada con la demandante (más allá de poder 
recogerlo como redacción generalizada) a efectos de ser incluida en el clausulado, así 
como el tipo o porcentaje que se reflejaría a estos fines.  

2º) Por lo demás, el control de transparencia debe seguir los parámetros 

marcados por nuestra jurisprudencia, entre otras SSTS 241/2013, de 9 de mayo, 
464/2014, de 8 de septiembre, 593/2017, de 7 de noviembre y 705/2015, de 23 de 
diciembre y STJUE de 30 de abril de 2014 (caso Kásler), de 21 de diciembre de 2016 
(caso Gutiérrez Naranjo) y de 20 de septiembre de 2017 (caso Ruxandra Paula 
Andricius y otros) (citadas por la STS, a 20 de noviembre de 2018 - ROJ: STS 
3952/2018 -), según la cual el deber de transparencia comporta que el consumidor 
disponga "antes de la celebración del contrato" de información comprensible acerca de 
las condiciones contratadas y las consecuencias de dichas cláusulas en la ejecución del 
contrato celebrado. De forma que el control de transparencia tiene por objeto que el 
adherente pueda conocer con sencillez tanto la carga económica que realmente le 
supone el contrato celebrado, esto es, el sacrificio patrimonial realizado a cambio de la 
prestación económica que quiere obtener, como la carga jurídica del mismo, es decir, la 
definición clara de su posición jurídica tanto en los elementos típicos que configuran el 
contrato celebrado, como en la asignación de los riesgos del desarrollo del mismo. 

Respecto de las condiciones generales que versan sobre elementos esenciales del 
contrato se exige una información suficiente que pueda permitir al consumidor adoptar 
su decisión de contratar con pleno conocimiento de la carga económica y jurídica que le 
supondrá concertar el contrato con aquellas cláusulas, sin necesidad de realizar un 
análisis minucioso y pormenorizado del contrato. Esto excluye que pueda agravarse la 
carga económica que el contrato supone para el consumidor, tal y como este la habla 
percibido, mediante la inclusión de una condición general que supere los requisitos de 
incorporación, pero cuya trascendencia jurídica o económica pase inadvertida al 
consumidor porque se le da un inapropiado tratamiento secundario y no se facilita al 
consumidor la información clara y adecuada sobre las consecuencias jurídicas y 
económicas de dicha cláusula en la caracterización y ejecución del contrato. 

La información precontractual es la que permite realmente comparar ofertas y 
adoptar la decisión de contratar. No se puede realizar una comparación fundada entre las 
distintas ofertas si al tiempo de realizar la comparación el consumidor no puede tener un 
conocimiento real de la trascendencia económica y jurídica de las cláusulas del contrato 
ofertado. 
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El diferencial respecto del índice de referencia, y el TAE que resulta de la 
adición de uno al otro, que es la información en principio determinante sobre el precio 
del producto con la que el consumidor realiza la comparación entre las distintas ofertas 
y decide contratar una en concreto, pierde buena parte de su trascendencia si existe un 
suelo por debajo del cual el interés no puede bajar. Por tanto, es preciso que en la 
información precontractual se informe sobre la existencia de ese suelo y su incidencia 
en el precio del contrato, con claridad y dándole el tratamiento principal que merece. 

Control de transparencia que como ha declarado reiteradas veces el Tribunal 
Supremo, entre otras STS 593/2017, de 7 de noviembre, no puede ser reconducido al 
mero control de incorporación de la cláusula predispuesta. Del mismo modo que el 
deber de poner a disposición del consumidor la información relativa a la existencia de la 
cláusula suelo y su incidencia en la determinación del interés, en un contrato de 
préstamo hipotecario con interés variable, no puede quedar reducido a que los 
prestatarios puedan acceder a la minuta de la escritura en que se instrumenta el contrato, 
dentro de los tres días previos a su firma (STS 614/2017, de 16 de noviembre); o a la 
intervención del notario autorizante en la operación, pues dicha intervención no excluye 
la necesidad de facilitar una información precontractual suficiente que incida en la 
transparencia de la cláusula inserta en el contrato que el consumidor ha decidido 
suscribir, tal y como hemos declarado en las sentencias 367/2017, de 8 de junio y 
593/2017, de 7 de noviembre. 

3º) Esta doctrina resulta plenamente aplicable al supuesto de autos, pues en 
ningún momento de las fases contractuales que llevaron a la realización del referido 
contrato de préstamo hipotecario, la entidad bancaria suministró ese plus de 
información, con el tratamiento principal de la cláusula suelo que permitiera a los 
clientes adoptar su decisión con pleno conocimiento de la carga económica y jurídica 
que comportaba dicha cláusula. 

4º) En cuando a las consecuencias de la falta de transparencia, el Tribunal 
Supremo señala, en diversas resoluciones, que es posible que una condición general 
inserta en un contrato celebrado con un consumidor, pese a no ser transparente, no sea 
abusiva, pues la falta de transparencia no supone necesariamente que las condiciones 
generales sean desequilibradas. Pero como también ha afirmado, “no es el caso de las 
llamadas cláusulas suelo, cuya falta de transparencia provoca un desequilibrio sustancial 
en perjuicio del consumidor, objetivamente incompatible con las exigencias de la buena 
fe, consistente en la imposibilidad de hacerse una representación fiel del impacto 
económico que le supondrá obtener el préstamo con cláusula suelo en el caso de bajada 
del índice de referencia, lo que priva también al consumidor de la posibilidad de 
comparar correctamente entre las diferentes ofertas existentes en el mercado (por todas, 
sentencia 367/2017, de 8 de junio, y las que en ella se citan).” 

Procede, por lo tanto, la declaración de nulidad de la cláusula cuestionada por 
abusiva y su consiguiente expulsión del contrato de préstamo hipotecario no siendo 
vinculante para el consumidor, en ningún momento del tracto contractual. 
 

CUARTO.- Consecuencia restitutoria de la declaración de nulidad de la cláusula 
suelo (1.303 CC). 

Como se ha señalado, entre otras, en las sentencias de nuestro Tribunal Supremo 
163/2018, de 22 de marzo, citada por Sentencia de su sección 1 del 26 de abril de 2018 
(ROJ: STS 1504/2018) “la controversia acerca de los efectos retroactivos (ex tunc) de la 
declaración de nulidad de las cláusulas suelo ha quedado resuelta por el Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea de 21 de diciembre de 2016 (caso Gutiérrez Naranjo), que 
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ha determinado un cambio de jurisprudencia des esta sala a partir de la sentencia 
123/2017, de 24 de febrero: 

«[...] a) La limitación en el tiempo de los efectos jurídicos derivados de la 
declaración de nulidad de las cláusulas suelo, que el Tribunal Supremo acordó en la 
sentencia de 9 de mayo de 2013 , se opone al art. 6.1 de la Directiva 93/13/CEE y 
equivale a privar con carácter general, a todo consumidor que haya celebrado antes de 
aquella fecha un contrato de préstamo hipotecario que contenga una cláusula de ese 
tipo, del derecho a obtener la restitución íntegra de las cantidades que haya abonado 
indebidamente a la entidad bancaria en virtud de la cláusula suelo durante el período 
anterior al 9 de mayo de 2013. 

»b) Dicha jurisprudencia nacional sólo permite garantizar una protección 
limitada a los consumidores que hayan celebrado un contrato de préstamo hipotecario 
que contenga una cláusula  suelo con anterioridad a la fecha del pronunciamiento de la 
resolución judicial mediante la que se declaró dicho carácter abusivo; y tal protección 
resulta incompleta e insuficiente y no constituye un medio adecuado y eficaz para que 
cese el uso de dicha cláusula, en contra de lo que establece el artículo 7.1 de la Directiva 
93/13/CEE».” 

De acuerdo con la doctrina jurisprudencial expuesta, procede declarar la 
restitución íntegra (ex tunc) de los intereses cobrados de más por la entidad bancaria 
como consecuencia de la aplicación de la cláusula suelo en el contrato de préstamo 
hipotecario suscrito con la entidad demandada, más el interés legal del dinero desde 
cada cobro indebido y hasta la fecha de la presente sentencia, art. 1303 del CC, y desde 
ésta y hasta el completo pago en el establecido en el artículo 576 de la LEC, 
estableciéndose así las bases que permiten su liquidación mediante simples operaciones 
aritméticas (art. 219 LEC). 

Debe indicarse que nuestra Audiencia Provincial, en su sección 28 

(especializada) (vg. SSAP, Civil sección 28 del 12 de septiembre de 2019 (ROJ: SAP M 

8936/2019); 17 de julio de 2019 (ROJ: SAP M 7490/2019); 13 de junio de 2019 (ROJ: 

SAP M 8068/2019)) viene señalando que la declaración de nulidad de la cláusula suelo 
lleva consigo “(…) los efectos restitutorios consistentes en la obligación de la entidad 

bancaria demandada de proceder a un recálculo del cuadro de amortización del 

préstamo sin la cláusula suelo y la condena a dicha entidad a devolver a la demandante 
el importe de los intereses que percibió de forma indebida por aplicación de la cláusula 
suelo, y desde la celebración del contrato, aplicándose los intereses legales 
correspondientes, cuantía que se determinará en ejecución de sentencia.” 

Respecto a la posibilidad de que en la demanda se pida sin cuantificar la 
devolución de los intereses abonados en exceso como consecuencia de la aplicación de 
la cláusula suelo, difiriendo la determinación de su importe a ejecución de sentencia, el 
Tribunal Supremo en sentencia de 30 de enero de 2018 lo ha admitido señalando que: 
"en estos casos de nulidad de la cláusula suelo, debe interpretarse, conforme al citado  
art. 1303 del Código Civil, que el alcance restitutorio incluye el pago de los intereses 
devengados por las respectivas prestaciones restituibles (por todas, la  sentencia de esta 
sala 734/2016, de 20 de diciembre), y que además dicho precepto fija las bases para que 
a través de un cálculo sencillo, u operación aritmética, pueda determinarse la cuantía 
económica que comporta el efecto restitutorio previsto, de acuerdo con lo dispuesto en 
el  artículo 219 LEC, conforme a la interpretación que de dicho precepto realiza la 
sentencia 737/2013, de 28 de noviembre". 
 

QUINTO.- En materia de costas, la estimación de la demanda conlleva la 
imposición de las causadas en la instancia a la parte demandada (art. 394.1 LEC), 
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teniendo en cuenta, además, la doctrina fijada por las STJUE de 16 de julio de 2020 y 
las SSTS de 6 de octubre de 2020 [ROJ: STS 3130/2020]; 25 y 26 de enero de 
2021[ROJ: STS 113/2021] y [ROJ: STS 118/2021], en relación con el “principio de 
efectividad” en materia de consumo. 

 
Vistos los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación 
 
 

FALLO 

 
ESTIMAR la demanda interpuesta por el Procurador Sr. BERMEJO  

GONZÁLEZ, en nombre y representación de  
, contra BANCO SABADELL, SA y, en su virtud: 

 
DECLARAR LA NULIDAD por abusiva de la CLÁUSULA SUELO del 

préstamo litigioso, teniéndola por no puesta, CONDENANDO a la entidad demandada a 
estar y pasar por tal declaración, manteniendo la vigencia del contrato sin dicha cláusula 
nula y a proceder a un recálculo del cuadro de amortización del préstamo sin la 

cláusula suelo así como a la devolución de las cantidades cobradas en aplicación de la 
referida cláusula, considerando como cantidades pagadas de más la diferencia entre los 
intereses efectivamente pagados y los que hubieran debido abonarse de aplicarse el 
interés variable pactado (Euribor más diferencial), más el interés legal del dinero desde 
cada cobro indebido y hasta la fecha de la presente sentencia, art. 1303 del CC, y desde 
ésta y hasta el completo pago en el establecido en el artículo 576 de la LEC, 
procediendo su determinación en ejecución de sentencia, en caso de que las partes no 
lleguen a un acuerdo a este respecto. 

 
Todo ello con expresa imposición de las costas de la instancia a la parte 

demandada. 
 
Una vez firme la presente resolución, procédase conforme determina el art. 22 

de la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre Condiciones Generales de la Contratación. 
 
 
 
Notifíquese la presente resolución a las partes, haciéndoles saber que no es firme 

y que contra ella podrá interponerse, ante este Juzgado, recurso de apelación en el plazo 
de veinte días desde el siguiente a la notificación. El recurso será resuelto por la 
Audiencia Provincial de Madrid previa la constitución de un depósito de 50 euros, en la 
cuenta IBAN ES55 0049 5284 0001 04 6912 18 de esta Oficina Judicial de la cuenta 
general de Depósitos y Consignaciones abierta en BANCO DE SANTANDER. 

 
Si las cantidades van a ser ingresadas por transferencia bancaria, deberá 

realizarse en la cuenta número IBAN ES55 0049 3569 9200 0500 1274, indicando en el 
campo “beneficiario”: Juzgado de 1ª Instancia nº 101 bis de Madrid; y en el campo 
“observaciones” o “concepto” habrán de consignarse los siguientes dígitos: 5284 0001 
04 6912 18. 

 
No se admitirá a trámite ningún recurso cuyo depósito no esté constituido (L.O. 

1/2009 Disposición Adicional 15). 
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Así por esta mi sentencia, lo pronuncio, mando y firmo, José Mª Ortiz Aguirre, 

Magistrado en Comisión de Servicios del Juzgado de Primera Instancia Núm. 101 bis de 
Madrid.     

 
 
 
 
 
 
NOTA: Siendo aplicable la Ley Orgánica 15/99 de 13 de diciembre, de 

Protección de Datos de Carácter Personal, y en los artículos 236 bis y siguientes de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, los datos contenidos en esta comunicación y en la 
documentación adjunta son confidenciales, quedando prohibida su transmisión o 
comunicación pública por cualquier medio o procedimiento y debiendo ser tratados 
exclusivamente para los fines propios de la Administración de Justicia. 
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